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Comisión de Aplicación de Normas 
 

Fecha: 25 de mayo de 2023  

Los Gobiernos que figuran en la lista de casos individuales tienen la posibilidad, si así lo desean, 
de proporcionar información por escrito a la Comisión. 

  

 Información sobre la aplicación de los convenios ratificados 

proporcionada por los Gobiernos que figuran en la lista 

de casos individuales 

Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte (ratificación: 1949) 

Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, 

1948 (núm. 87) 

El Gobierno ha comunicado la siguiente información por escrito. 

1. La Comisión espera que la Oh concluya en un futuro muy próximo y solicita al 
Gobierno que facilite información sobre cualquier conclusión a la que se haya llegado en 
relación con las alegaciones mencionadas. 

Las investigaciones de la Undercover Policing Inquiry están en curso y, por lo tanto, no 
sería apropiado que el Gobierno hiciera más comentarios en este momento. La Investigación 
publicará su informe provisional para el Tramo 1, las tres primeras series de audiencias de 
pruebas, el 29 de junio de 2023. Los detalles completos del enfoque y los planes de la 
Investigación, incluidos los resúmenes de las audiencias de pruebas y un calendario de sus 
hitos, se pueden encontrar en su sitio web. 

2. Artículo 3 del Convenio. Derecho de las organizaciones de trabajadores a organizar sus 
actividades y formular sus programas. La Comisión confía en que esta labor concluya sin más 
demora y en que el Gobierno facilite información al respecto en su próxima memoria. 

El Gobierno está finalizando su examen de las recomendaciones de Sir Ken Knight sobre 
la votación electrónica para las votaciones relativas a las acciones colectivas y responderá a su 
debido tiempo. No podemos proporcionar más detalles a la Comisión en este momento, antes 
de que se complete nuestro examen y nuestra respuesta. 

3. La Comisión insta al Gobierno a que revise el artículo 3 de la Ley de Sindicatos con 
los interlocutores sociales sin más demora, a fin de garantizar que no se requiera el apoyo del 
40 por ciento de todos los trabajadores para una votación de huelga en los servicios de 
educación y transporte. 

https://www.ucpi.org.uk/
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El Gobierno tiene previsto iniciar en breve la revisión de la Ley de Sindicatos. Esto incluirá 
la revisión de los umbrales de votación. La revisión de la Ley tendrá en cuenta las opiniones de 
los interlocutores sociales. Prevemos que esta revisión concluirá a tiempo para la próxima 
memoria del Reino Unido a la OIT. 

4. La Comisión solicita una vez más al Gobierno que proporcione información sobre la 
aplicación de esta notificación en la práctica, incluyendo cualquier queja presentada en 
relación con el tratamiento de esta información o su impacto en las acciones colectivas 
legales, y cualquier información sobre la inclusión en listas negras de las personas que 
participan en piquetes legales. También solicita al Gobierno que facilite información sobre las 
restricciones adicionales previstas, en su caso. 

El Gobierno reitera la respuesta que dio el año pasado. El Gobierno tiene la intención de 
iniciar en breve la revisión de la Ley de Sindicatos, que prevemos concluirá a tiempo para la 
próxima memoria del Reino Unido a la OIT. La revisión de la Ley tendrá en cuenta las opiniones 
de los interlocutores sociales. Las preguntas formuladas por la Comisión se estudiarán en el 
marco de dicha revisión. El Gobierno quisiera subrayar que las listas negras son totalmente 
inaceptables y no tienen cabida en las relaciones laborales modernas del Reino Unido. El 
Reglamento de 2010 sobre la Ley de Relaciones Laborales de 1999 (listas negras) prohíbe que 
una persona u organización elabore, venda o utilice una lista negra de miembros de sindicatos 
o de personas que hayan participado en actividades sindicales. 

5. La Comisión solicita al Gobierno que facilite sus comentarios sobre las observaciones 
del Congreso de Sindicatos, así como información detallada sobre la reforma aplicada en 
relación con los nuevas competencias de investigación de la Autoridad de Certificación, las 
sanciones pecuniarias que pueden imponerse, el importe de las sanciones que se hayan 
impuesto desde abril de 2022 y el límite máximo de la tasa introducida. 

Reformas de la Autoridad de Certificación: el Gobierno puso en marcha las reformas de la 
Autoridad de Certificación en abril de 2022. Estas reformas presentaban los tres aspectos 
siguientes: 

Mayores competencias de investigación: hasta abril de 2022, la Autoridad de Certificación 
solo podía realizar investigaciones a raíz de una queja de un miembro del sindicato. A partir 
de abril de 2022, la Autoridad de Certificación dispone de más competencias de investigación 
en relación con los fondos políticos, las fusiones de sindicatos, las elecciones internas de 
dirigentes y el nombramiento o la no destitución de un cargo sindical de una persona que haya 
sido condenada por determinados delitos financieros. La Autoridad de Certificación tiene 
ahora potestad para nombrar a un inspector y solicitar documentos e información. También 
puede investigar sin que medie una queja formal, incluso en respuesta a información y 
preocupaciones planteadas por terceros. 

Existen importantes salvaguardias. En virtud de la Ley de Sindicatos, la Autoridad de 
Certificación solo podrá solicitar la presentación de documentos cuando exista una buena 
razón para ello y solo podrá nombrar a un inspector cuando se haya cumplido una prueba 
superior; es decir, la Autoridad de Certificación debe tener motivos razonables para sospechar 
que un sindicato ha incumplido una obligación legal. Como autoridad pública, la Autoridad de 
Certificación está obligada a actuar razonablemente. Si las alegaciones de terceros son 
infundadas o vejatorias, el Gobierno no espera que la Autoridad de Certificación les dedique 
mucho tiempo. La Autoridad de Certificación también deberá dar al sindicato la oportunidad 
de presentar alegaciones antes de adoptar cualquier medida de ejecución. 
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Aunque el Gobierno espera que los sindicatos cooperen como algo natural con las 
investigaciones de la Autoridad de Certificación, si un sindicato considera que una solicitud de 
documentos no es razonable o que la Autoridad de Certificación está actuando de forma poco 
razonable, puede impugnar el proceso de investigación solicitando una revisión judicial. 
Alternativamente, en caso de que la Autoridad de Certificación tenga que hacer cumplir una 
solicitud de documentos, etc., la Autoridad de Certificación tendrá que demostrar al Tribunal 
que ha actuado razonablemente. 

Sanciones económicas: En los casos en los que la Autoridad de Certificación tiene la facultad 
de emitir órdenes de ejecución, ahora puede imponer sanciones pecuniarias y sanciones 
pecuniarias condicionales. Los detalles de los importes de las sanciones pecuniarias se establecen 
en los reglamentos dentro de los límites máximo (20 000 libras esterlinas) y mínimo (200 libras 
esterlinas) establecidos en la ley. 

La normativa divide las obligaciones legales impuestas a los sindicatos en tres grandes 
grupos, según la importancia de la obligación, y establece la sanción económica máxima que 
puede imponerse para cada grupo. La sanción económica mínima para todos los grupos es de 
200 libras. La Autoridad de Certificación puede fijar la sanción en cualquier lugar dentro de 
estos rangos, dependiendo de las circunstancias. 

Las sanciones económicas de «nivel 1» se refieren a las obligaciones relativas a la 
financiación política, la gestión de fondos políticos, el correcto desarrollo de las elecciones 
sindicales y consideraciones de decoro personal (por ejemplo, asegurarse de que nadie que 
tenga antecedentes penales ocupe un alto cargo sindical). La sanción económica máxima para 
el nivel 1 está fijada en 20 000 libras esterlinas. 

Las sanciones económicas de «nivel 2» se refieren a la obligación de mantener actualizado 
el registro de afiliados de un sindicato. La sanción económica máxima para el nivel 2 es de 
10 000 libras esterlinas. 

Las sanciones económicas de «nivel 3» se refieren a la obligación de los sindicatos de atender 
la solicitud de acceso a los registros contables por parte de un afiliado, de facilitar los datos 
necesarios en su declaración anual a la Autoridad de Certificación o de cumplir los requisitos de 
investigación. La sanción económica máxima para el nivel 3 se fija en 5 000 libras esterlinas. 

Para cada grupo, la normativa reduce a la mitad la sanción máxima para los sindicatos con 
menos de 100 000 afiliados. Si se impone una sanción económica a un individuo (por ejemplo, 
por incumplir los requisitos de investigación), la sanción máxima se fija en 1 000 libras esterlinas. 

Una organización puede recurrir una decisión de ejecución de la Autoridad de 
Certificación ante el Tribunal de Apelación de Empleo. La Ley de Sindicatos de 2016 también 
proporciona una mayor supervisión judicial de las decisiones de la Autoridad de Certificación, 
al permitir apelaciones sobre cuestiones de hecho y de derecho y, fundamentalmente, sobre 
la razonabilidad de cualquier sanción económica impuesta. 

La Autoridad de Certificación ha confirmado que, en el momento de redactar el presente 
informe, no se han emitido sanciones económicas en virtud de sus nuevas competencias de 
ejecución. 

Tasa: la introducción de una tasa equiparará a la Autoridad de Certificación con otros 
reguladores, como el regulador de pensiones y el Groceries Code Adjudicator. El Gobierno ha 
tomado medidas para garantizar que la tasa sea justa y asequible. Esto incluye disposiciones 
para eximir totalmente de la tasa a las organizaciones con ingresos más bajos y garantizar que 
ninguna organización pague más del 2,5 por ciento de sus ingresos. Al implantar la cotización, 
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el Gobierno decidió que también seguirá financiando los costes variables de la Autoridad de 
Certificación, garantizando que la cotización sea estable. Esto ayudará a los sindicatos a la hora 
de presupuestar la tasa, ya que evitará grandes aumentos inesperados. 

La normativa sobre tasas establece que una organización tiene la obligación de pagar la 
tasa en cuanto reciba una notificación de la Autoridad de Certificación. Establecen cuándo 
puede emitirse la notificación de cada año, a partir de cuándo puede considerarse que una 
nueva organización entra en el ámbito de aplicación para ser gravada, y la información que la 
Autoridad de Certificación debe incluir en la notificación. 

Determinan los gastos que la Autoridad de Certificación puede recuperar por la tasa. Se 
excluye el coste de cualquier inspector externo o asesoramiento jurídico externo (por lo que 
seguirá siendo financiado por el Gobierno). Para calcular la tasa pueden tenerse en cuenta 
tanto los gastos previstos como los reales, siempre que correspondan al ejercicio al que se 
refiere la tasa. 

Los reglamentos establecen las normas dentro de las cuales la Autoridad de Certificación 
debe fijar los importes específicos de la tasa. El Reglamento dispone lo siguiente: 

• La Autoridad de Certificación debe procurar que el importe total recaudado en un periodo 
de tres años no supere los gastos reales. 

• Debe procurar que el importe total recaudado por categoría de organización (sindicato 
federado, sindicato no federado, asociación de empleadores federada, asociación de 
empleadores no federada) refleje ampliamente el coste de las funciones que utiliza cada 
categoría. Esto se debe a que las funciones de la Autoridad de Certificación se centran en 
diferentes categorías de organizaciones (por ejemplo, actualmente las investigaciones solo 
se llevan a cabo en sindicatos no federados, mientras que la administración de las 
declaraciones anuales abarca a todas las organizaciones). En la práctica, la Autoridad de 
Certificación podrá combinar categorías si en líneas generales utilizan las mismas funciones. 

• Para cada categoría de organización, la normativa estipula que la Autoridad de Certificación 
debe tratar de establecer organizaciones exentas de la tasa y, a continuación, dos niveles de 
tasa. De este modo, la Autoridad de Certificación establecerá tres tramos de renta para cada 
categoría (o combinación de categorías): organizaciones con rentas más bajas que están 
exentas de la tasa, organizaciones que pagarán un nivel de tasa y organizaciones con rentas 
más altas que pagarán un nivel de tasa más elevado. Existe otro tramo de ingresos para los 
sindicatos, a fin de tener en cuenta los servicios adicionales prestados por la Autoridad de 
Certificación en su reglamento. Los detalles sobre cómo debe calcular la cotización la 
Autoridad de Certificación, figuran en el Reglamento Sindical (Cotización pagadera a la 
Autoridad de Certificación) de 2022. 

• Ninguna organización puede pagar más del 2,5 por ciento de sus ingresos.  

Corresponde a la Autoridad de Certificación, regulador de los sindicatos y las asociaciones 
empresariales, fijar los importes de la tasa y los tramos de ingresos en el marco de la normativa 
sobre tasas de la Autoridad de Certificación. 

Recientemente, la Autoridad de Certificación ha publicado un anuncio de cotización relativo 
al primer periodo de cotización, que va del 1.º de abril de 2022 al 31 de marzo de 2023. En ese 
periodo, los gastos subvencionables de la Autoridad de Certificación ascendieron a 656 672 libras 
esterlinas. La notificación establece los importes pagaderos de la siguiente manera: 

• Todos los sindicatos, sindicatos federados y asociaciones de empleadores con unos ingresos 
anuales inferiores a 81 574 libras esterlinas, están exentos del pago de la tasa. 



 CAN/D/Reino Unido-C.87 5 
 

• Todas las organizaciones con ingresos superiores a 81 574 libras esterlinas, deberán pagar 
la cotización básica de 2 039 35 libras esterlinas. 

• Todos los sindicatos (excepto los tres sindicatos federados) con unos ingresos superiores a 
191 019 libras esterlinas también estarán sujetos a la cotización adicional de 2 736 13 libras 
esterlinas por organización, lo que significa que los sindicatos sujetos a las cotizaciones 
básica y adicional pagarán un total de 4 775 48 libras esterlinas. 

• Las asociaciones de empleadores y los sindicatos federados con ingresos superiores a 
151 657 libras esterlinas y los sindicatos con ingresos superiores a 261 103 libras esterlinas 
también deberán abonar la cotización complementaria de 1 752 08 libras esterlinas. Esto 
significa que los sindicatos que paguen las cotizaciones básica, adicional y reforzada 
deberán abonar un total de 6 527 56 libras esterlinas. Las asociaciones de empleadores y los 
sindicatos federados que paguen la cotización básica y la cotización reforzada deberán 
abonar un total de 3 791 43 libras esterlinas. 


